TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA N°088
RADICACIÓN:660013187001201800042-01                                                    ACCIONANTE:DIEGO MAURICIO ORREGO O.
SE MODIFICA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
        Sentencia  – 2ª instancia – 11 de septiembre de 2018
Proceso:    
        Acción de Tutela 
Radicación:                    660013187001201800042-01                                                    
Accionante:                    Diego Mauricio Orrego O.

Accionado:                  DIAN


Magistrado Ponente:  Jorge Arturo Castaño Duque
TEMAS:                         DERECHO AL MÍNIMO VITAL/ COBRO COACTIVO/ DEUDAS FISCALES/ MEDIDA CAUTELAR IMPUESTA CONFORME AL ESTATUTO TRIBUTARIO/ EMBARGO HONORARIOS -100%-/ PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL DE LA CORTE CONSTITUCIONAL/ MODIFICA.
De los elementos probatorios que se allegaron al dossier, se aprecia con claridad mediana que el señor DIEGO MAURICIO ORREGO es el único que provee los recursos económicos para el sostenimiento de su hogar, en tanto su cónyuge no labora, como así lo declaró de manera extraprocesal, e igualmente que tiene dos hijos gemelos, aún menores de edad -adquieren su mayoría en diciembre 31 de 2018-, uno de los cuales presenta diversas afecciones en su salud
 que hace necesario una continua atención médica, algunas de las cuales debe sufragarlas de manera particular, lo que no podría efectuar de mantenerse incólume la medida cautelar sobre el 100% de sus honorarios.

Así las cosas, considera la Corporación que en este caso se hacía necesaria la protección del derecho fundamental al mínimo vital del señor DIEGO MAURICIO ORREGO y de su familia, por lo cual la decisión adoptada por el a quo en tal sentido se observa atinada; no obstante, el acceder a lo pedido por el actor en el sentido de limitar el embargo al 10% de los honorarios que percibe con ocasión del contrato de prestación de servicios en la Secretaría de Desarrollo Económico y Competitividad de Pereira, así como en los futuros contratos que suscriba, siempre y cuando persista la deuda ante la DIAN, no tiene sustento jurídico alguno, y por el contrario iría en contravía de lo que regla el canon 155 CST y la jurisprudencia, que faculta a los acreedores a embargar HASTA LA QUINTA (1/5) PARTE DE LO DEVENGADO, LUEGO DE EXCLUIDO EL SALARIO MÍNIMO LEGAL MENSUAL VIGENTE.

En ese orden de ideas, considera la Corporación que se hace necesario modificar la orden emitida por el funcionario de primer nivel en el numeral segundo del fallo adoptado, para en su lugar disponer que el embargo ordenado por la DIAN para los honorarios que percibe el señor DIEGO  MAURICIO ORREGO OTÁLORA como contratista de la Secretaría de Desarrollo Económico y Competitividad de la Alcaldía de Pereira (Rda.), o en aquellos en los que posteriormente llegue a suscribir –siempre y cuando persista la obligación con el fisco- deberá limitarse a UNA QUINTA (1/5) PARTE, LUEGO DE HABER SIDO DESCONTADO EL SALARIO MÍNIMO LEGAL MENSUAL VIGENTE.  En similar sentido deberá actuar la DIAN para futuros contratos, cuando tales honorarios constituyan la única fuente de ingresos para el accionante y su núcleo familiar.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, once (11) de septiembre de dos mil dieciocho (2018).
                                                         
Acta de Aprobación N° 789
                                                   Hora: 1:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada de la DIAN, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con ocasión de la acción instaurada por el señor DIEGO MAURICIO ORREGO OTÁLORA.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor ORREGO OTÁLORA, se pueden sintetizar así: (i) refiere que es casado desde marzo 16 de 2012 y de dicha unión nacieron dos hijos gemelos que han tenido diversos problemas de salud, habiéndosele diagnosticado a uno de ellos un “Linfoma no Hodgkin” y al otro un “Linfoma”, debiéndoseles realizar diversos procedimientos médicos y quirúrgicos, los que requieren cuidados especiales permanentes por lo cual su cónyuge no labora para prestarles el cuidado que necesitan, por lo que ostenta la condición de padre cabeza de familia; (ii) en marzo 05 de 2018 celebró contrato de prestación de servicios con la Secretaría de Desarrollo Económico y Competitividad de Pereira, con vigencia hasta diciembre 31 de esta anualidad y como contraprestación recibiría $31.149.384, distribuidos en ocho actas parciales de $3.893.673; (ii) al no pagar las obligaciones tributarias correspondientes al IVA del año 2012, la DIAN inició proceso de cobro coactivo en su contra y mediante resolución 20186306000065 decretó el embargo de los ingresos que percibe por todo concepto hasta por $156.508.000; (iii) con dicho embargo se encuentra privado del 100% de los honorarios, por lo cual no puede realizar aportes a la Seguridad Social en Salud y Pensiones de su núcleo familiar ni sufragar los gastos de su hogar; (iv) la vida de uno de sus hijos corre peligro, por la gravedad de su patología y atenciones que requiere, algunas de las cuales no proporciona la EPS S.O.S. y por ende debe costear viajes, exámenes y medicamentos, pero su situación económica no le ha permitido asumirlas, en vista del embargo decretado, lo que igualmente ha afectado costear los gastos propios de su hogar –arriendo, servicios públicos, estudio de sus hijos-, y (v) la Corte Constitucional  ha referido que en caso de decretarse el embargo de la única fuente de sostenimiento de una familia se vulneraría el mínimo vital y la vida digna, por lo cual pide se analice su situación y la de su familia.

Pide se amparen sus derechos fundamentales al encontrarse ante un perjuicio irremediable, y en consecuencia, que se limite el embargo decretado por la DIAN al 10% de los honorarios que percibe y que se le proteja el mínimo vital a que tiene derecho.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez se avocó el conocimiento de la acción constitucional, el juez de primera instancia corrió traslado de la misma a los Directores General y Seccional de la DIAN, y vinculó a la Secretaria de Desarrollo Social Económico el Municipio de Pereira, habiéndose guardado absoluto silencio, por lo cual se profirió sentencia en junio 21 de 2018, la cual fue objeto de alzada por parte de la DIAN donde se argumentó la vulneración del debido proceso al no haber sido correctamente notificados del auto admisorio, situación que motivó a la Sala a decretar la nulidad de lo actuado mediante providencia de julio 25 de 2018.
3.2.- Avocado nuevamente el conocimiento del asunto, por parte del Juzgado a quo se dio traslado de la tutela a las accionadas, habiéndose recibido únicamente respuesta por parte de la apoderada de la DIAN, Seccional Risaralda, quien al respecto informó lo siguiente: (i) la entidad ha actuado conforme a lo dispuesto en la norma especial contenida en el Estatuto Tributario, más concretamente en el proceso administrativo de cobro; (ii) a la acción de tutela solo se puede acudir cuando no exista otro medio de defensa judicial o como mecanismo para evitar un perjuicio irremediable y en este caso el actor está en un proceso administrativo, que contiene unas etapas procesales y oportunidades de discusión; y (iii) pide se considere como superado el hecho que genera inconformidad, en tanto la DIAN no ha hecho más que cumplir con el proceso administrativo de cobro bajo los parámetros del Estatuto Tributario.
3.3.- Culminado el plazo constitucional el juez de primer nivel mediante sentencia de agosto 21 de 2018 amparó los derechos fundamentales al mínimo vital y seguridad social del señor DIEGO MAURICIO ORREGO OTÁLORA y le ordenó a la DIAN que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes realice las actuaciones tendientes a disponer que el embargo solo recaiga sobre el 10% de los honorarios percibidos en este y en futuros contratos, si todavía persiste la deuda, siempre y cuando los mismos constituyan su única fuente de ingresos lo que debe verificarse con antelación, debiéndose comunicar lo pertinente a la Secretaría de Desarrollo Económico de la Alcaldía de Pereira.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, la apoderada de la DIAN informa lo siguiente: (i) una vez fueron notificados del fallo se dio cumplimiento a lo allí ordenado, y se comunicó lo pertinente a la Alcaldía de Pereira; (ii) el proceso administrativo de cobro que se adelanta contra DIEGO MAURICIO ORREGO, se encuentra establecido en el Estatuto Tributario, por lo cual se ha actuado bajo un marco jurídico, máxime que el accionante reconoce unas obligaciones tributarias ante la DIAN; (iii) la DIAN tiene como objeto coadyuvar a garantizar la seguridad fiscal de Colombia y la protección del orden público económico, mediante la administración y control del cumplimiento de las obligaciones tributarias, independientemente de las circunstancias personales y lamentables del señor ORREGO OTÁLORA, las que no son competencia de dicha DIAN; (iv) a la acción de tutela solo se puede acudir cuando el afectado carezca de otro medio de defensa judicial  o para impedir la comisión de un perjuicio irremediable, y en este caso el actor no agotó la vía gubernativa; y (v) pide que se revoque el fallo emitido.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo dictado por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por el 1069/15 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto amparó el derecho fundamental al mínimo vital del señor DIEGO MAURICIO ORREGO OTÁLORA. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la accionada. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De conformidad con la circunstancia fáctica planteada por el accionante ORREGO OTÁLORA, se observa que su pretensión consiste en que se ordene a la DIAN que limite el embargo que le fue decretado dentro del proceso  administrativo de cobro coactivo que se le adelanta, al 10% de los honorarios que percibe como contratista de la Secretaría de Desarrollo Económico y Competitividad del Municipio de Pereira, lo anterior por cuanto con el embargo del 100% que fue ordenado se vulnera su derecho al mínimo vital, al no contar con otros ingresos con lo cual se pone en riesgo las personas que componen su núcleo familiar, en especial sus hijos quienes sufren de diversas dolencias médicas.

Conforme lo tiene planteado la jurisprudencia constitucional, la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, ni presentarse de forma concurrente. Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008 expresó: 

“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
 
“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]” (negrillas fuera de texto).

Se deduce de lo antes mencionado, que si la parte afectada no ejerce las acciones legales o no utiliza los mecanismos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción.

En este evento, a lo que aspira el actor, es que por parte de la DIAN se limite el embargo que le fue decretado dentro del proceso de cobro coactivo que se inició en su contra, reglado en el canon 823 del Estatuto Tributario, a consecuencia de las deudas fiscales adquiridas por el no pago del impuesto sobre las ventas del año 2012.

En principio y como en efecto así lo ha sostenido la apoderada de la DIAN, la entidad ha actuado de conformidad con las normas especiales que gobiernan esa clase de asuntos, mismas que se encuentran regladas en el Estatuto Tributario, y ello fue lo que precisamente conllevó a que de conformidad con el artículo 837 de esa norma se dispusiera el embargo del 100% de los honorarios que percibe el señor DIEGO ORREGO, como contratista de la Secretaría de Desarrollo Económico de la Alcaldía de Pereira.

Es indudable que el accionante reconoce que en efecto adeuda una obligación tributaria con la DIAN, pero su molestia radica en que con la medida cautelar adoptada se deja sin recursos económicos para su sostenimiento, y en especial el de su núcleo familiar, por no contar con más ingresos para tal efecto.

El derecho al mínimo vital ha sido definido por la Corte Constitucional como: "la porción de los ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de sus necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas cuya titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad humana, valor fundante del ordenamiento jurídico constitucional"

Precisamente dicha garantía fundamental es la que estima afectada el actor con la decisión de la DIAN de disponer el embargo del 100% de sus honorarios, en tanto con ello se le privaría de la posibilidad de atender la totalidad de los gastos de su núcleo familiar, compuesto por su esposa y dos hijos, uno de los cuales presenta dolencias médicas de cierta gravedad, por lo cual debe ser considerado como una persona de especial protección constitucional.
Si bien es cierto el trámite que adelanta la DIAN se encuentra reglado, y que será allí donde el actor deberá hacer uso del derecho a la defensa que le asiste, dicho procedimiento no puede desconocer los derechos fundamentales, máxime cuando con una decisión como la que en su momento se profirió, que aunque era procedente, no consultó en manera alguna la situación particular del demandado, pues al quitársele la posibilidad de acceder a los recursos económicos que devengaba como contratista, se puso en riesgo los derechos fundamentales de su núcleo familiar.

Ello ha llevado al Alto Tribunal Constitucional a proteger el derecho al mínimo vital, como así se plasmó en el fallo T-788/13 –al que hizo referencia el a quo-, el encontrar que la entidad no tuvo en cuenta que los honorarios embargados representaban la única fuente de sostenimiento del núcleo familiar de la allí accionante, con lo cual se quebrantó su derecho fundamental al mínimo vital. Al respecto baste relevar lo siguiente:

 
“Si bien tanto el salario como los honorarios buscan retribuir el trabajo realizado, se diferencian en que el primero se enmarca en una relación contractual en la que existe subordinación y exclusividad, elementos que no se presentan en los segundos; en ese orden, desde una perspectiva lógica estas dos clases de remuneraciones son asimilables para efectos de la aplicación de restricciones al decreto de medidas cautelares, cuando una persona perciba honorarios producto de un único contrato del cual derive su subsistencia y agote la totalidad de su tiempo en el desarrollo de éste, pues las consecuencias del embargo de su fuente de ingresos serían equivalentes a los perjuicios que sufrí[ría] un trabajador si fuera afectado su salario. En resumen, en los eventos en los que se decrete el embargo de honorarios, y estos puedan ser asimilables al salario, el ciudadano afectado puede acudir ante la autoridad pública y colocar de presente su situación, la cual deberá ser atendida y resuelta teniendo en cuenta si la medida cautelar vulnera sus derechos fundamentales, debiéndose limitar o levantar según sea el caso, ya sea aplicando una excepción de inconstitucionalidad, conforme al Artículo 4 superior, o una analogía legal”.

 

Así mismo, en la sentencia T-725/14, se indicó que:
“4.2. Ahora, si bien las medidas cautelares son admisibles desde una óptica constitucional para asegurar el pago de una obligación
, su decreto y ejecución por parte de las autoridades públicas debe conciliarse con el respeto a los derechos fundamentales. En ese sentido, el embargo del salario o los honorarios que percibe una persona no puede vulnerar las prerrogativas fundamentales mínimas de cada ciudadano, como lo son, entre otras, la vida digna y el mínimo vital.  

 

4.3. A este respecto, el legislador ha establecido una serie de restricciones a la ejecución de dicha medida cautelar. El numeral primero del artículo 1677 del Código Civil señala que el salario mínimo legal o convencional no es embargable
.  El numeral 6º del artículo 594 del Código General del Proceso establece que, además de los bienes inembargables señalados en la Constitución Política o en leyes especiales, no se podrán embargar los salarios y las prestaciones sociales, salvo en la proporción prevista en las leyes respectivas
. Finalmente, el Código Sustantivo del Trabajo señala que (i) no es embargable el salario mínimo legal o convencional
; (ii) el excedente del salario mínimo mensual sólo es embargable en una quinta parte
 […]”. 

Tal postura, ha sido reiterada por la Alta Corporación Constitucional en la Sentencia T-864 de 2014, donde en alusión a los límites existentes para afectar los ingresos de los trabajadores, señaló lo siguiente: 

“Tanto el legislador como la jurisprudencia constitucional, han fijado límites a ciertas prerrogativas de jueces, acreedores, empleadores y pagadores, de afectar o gravar los ingresos mensuales de los trabajadores y pensionados, pues esa libertad de disposición sobre los ingresos de una persona debe ajustarse al respeto por derechos fundamentales, tales como el mínimo vital y la vida digna. 
[…]

De acuerdo con los artículos 154, 155 y 156 del Código Sustantivo del Trabajo, es posible que los jueces ordenen como medida cautelar el embargo del salario de un trabajador. Esto ocurre cuando una persona se convierte en deudor moroso de un tercero, este último tiene la posibilidad de acudir a un proceso judicial y solicitarle al juez que ordene el embargo de una parte del salario. De esa manera,  el juez oficiará al empleador para que los descuentos sean consignados a expensas del juzgado. 

Pese a ello, el Código Sustantivo del Trabajo, consagra los límites del embargo al salario de un trabajador. Así, el artículo 154 establece la regla general según la cual no es embargable el salario mínimo legal o convencional. En consecuencia, el artículo 155 indica que los jueces solo pueden embargar el excedente del salario mínimo mensual  en una quinta parte. Lo anterior indica que la protección no solo recae sobre el salario mínimo sino también en una porción de lo que lo excede, pues solo la quinta parte es cautelable
. No obstante, existen dos excepciones a estos mandatos que son deudas en favor de cooperativas y acreencias por alimentos. -negrillas y subrayas fuera de texto-
No obstante que la DIAN ya tiene conocimiento de la situación del acá accionante, es palpable que motu proprio no procederá a variar su decisión para hacerla acorde con las necesidades del señor ORREGO OTÁLORA, en tanto como así lo ha sostenido en el curso de este trámite, la decisión por ellos emitida tiene fundamento en la normativa que rige el procedimiento administrativo de cobro del Estatuto Tributario, y, en consecuencia, se torna necesaria la intervención del juez constitucional en procura de salvaguardar el derecho vulnerado.

De los elementos probatorios que se allegaron al dossier, se aprecia con claridad mediana que el señor DIEGO MAURICIO ORREGO es el único que provee los recursos económicos para el sostenimiento de su hogar, en tanto su cónyuge no labora, como así lo declaró de manera extraprocesal, e igualmente que tiene dos hijos gemelos, aún menores de edad -adquieren su mayoría en diciembre 31 de 2018-, uno de los cuales presenta diversas afecciones en su salud
 que hace necesario una continua atención médica, algunas de las cuales debe sufragarlas de manera particular, lo que no podría efectuar de mantenerse incólume la medida cautelar sobre el 100% de sus honorarios.

Así las cosas, considera la Corporación que en este caso se hacía necesaria la protección del derecho fundamental al mínimo vital del señor DIEGO MAURICIO ORREGO y de su familia, por lo cual la decisión adoptada por el a quo en tal sentido se observa atinada; no obstante, el acceder a lo pedido por el actor en el sentido de limitar el embargo al 10% de los honorarios que percibe con ocasión del contrato de prestación de servicios en la Secretaría de Desarrollo Económico y Competitividad de Pereira, así como en los futuros contratos que suscriba, siempre y cuando persista la deuda ante la DIAN, no tiene sustento jurídico alguno, y por el contrario iría en contravía de lo que regla el canon 155 CST y la jurisprudencia, que faculta a los acreedores a embargar HASTA LA QUINTA (1/5) PARTE DE LO DEVENGADO, LUEGO DE EXCLUIDO EL SALARIO MÍNIMO LEGAL MENSUAL VIGENTE.
En ese orden de ideas, considera la Corporación que se hace necesario modificar la orden emitida por el funcionario de primer nivel en el numeral segundo del fallo adoptado, para en su lugar disponer que el embargo ordenado por la DIAN para los honorarios que percibe el señor DIEGO  MAURICIO ORREGO OTÁLORA como contratista de la Secretaría de Desarrollo Económico y Competitividad de la Alcaldía de Pereira (Rda.), o en aquellos en los que posteriormente llegue a suscribir –siempre y cuando persista la obligación con el fisco- deberá limitarse a UNA QUINTA (1/5) PARTE, LUEGO DE HABER SIDO DESCONTADO EL SALARIO MÍNIMO LEGAL MENSUAL VIGENTE.  En similar sentido deberá actuar la DIAN para futuros contratos, cuando tales honorarios constituyan la única fuente de ingresos para el accionante y su núcleo familiar.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE MODIFICA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en el sentido de ordenar a la DIAN que el embargo de los honorarios que percibe el señor DIEGO MAURICIO ORREGO OTÁLORA como actual contratista de la Secretaría de Desarrollo Económico y Competitividad de la Alcaldía de Pereira (Rda.), deberá limitarse a UNA QUINTA (1/5) PARTE, LUEGO DE HABER SIDO DESCONTADO EL SALARIO MÍNIMO LEGAL MENSUAL VIGENTE.  En similar sentido deberá actuar la DIAN para aquellos contratos que posteriormente llegue a suscribir el accionante -siempre y cuando persista la obligación con el fisco-, cuando tales honorarios constituyan la única fuente de ingresos para su núcleo familiar.
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Conforme a la historia clínica, visible a folio 30, presenta: “Linfadenitis Crónica, excepto la Mesentérica; anormalidades de los Leucocitos, no clasificadas en otra parte; Púrpura Trombocitopénica Idiopática, y antecedente familiar de Linfoma No Hodgkin.”


� Ver sentencia SU-995 de 1999, reiterada en T-678 de 2017.


� En la Sentencia C-523 de 2009 (M.P. María Victoria Calle Correa), la Sala Plena explicó que “las medidas cautelares tienen amplio sustento en el texto de la Constitución Política, puesto que desarrollan el principio de eficacia de la administración de justicia, son un elemento integrante del derecho de todas las personas a acceder a la administración de justicia y contribuyen a la igualdad procesal”. 


� El artículo 1677 del Código Civil señala que “no son embargables || 1. No es embargable el salario mínimo legal o convencional”. De acuerdo con esto, el artículo 2488 del Código Civil, que se ocupa de la prelación de créditos, señala que “[t]oda obligación personal da al acreedor el derecho de perseguir su ejecución sobre todos los bienes raíces o muebles del deudor, sean presentes o futuros, exceptuándose solamente los no embargables designados en el artículo 1677”.


� El numeral 6º del artículo 594 del Código General del Proceso establece lo siguiente: “Bienes inembargables. Además de los bienes inembargables señalados en la Constitución Política o en leyes especiales, no se podrán embargar || 6. Los salarios y las prestaciones sociales en la proporción prevista en las leyes respectivas. La inembargabilidad no se extiende a los salarios y prestaciones legalmente enajenados.” El numeral 5º del artículo 684 del Código de Procedimiento Civil incluía una disposición similar al señalar que “[a]demás de los bienes inembargables de conformidad con leyes especiales, no podrán embargarse || los salarios y las prestaciones sociales de los trabajadores oficiales o particulares, en la proporción prevista en las leyes respectivas […]”. 


� El artículo 154 del Código Sustantivo del Trabajo establece lo siguiente: “Regla general. No es embargable el salario mínimo legal o convencional”.


� El artículo 155 del Código Sustantivo del Trabajo establece lo siguiente: “Embargo parcial del excedente. El excedente del salario mínimo mensual sólo es embargable en una quinta parte”.


� Norma declarada exequible mediante Sentencia C-710 de 1996, M.P. Jorge Arango Mejía.


� Conforme a la historia clínica, visible a folio 30, presenta: “Linfadenitis Crónica, excepto la Mesentérica; anormalidades de los Leucocitos, no clasificadas en otra parte; Púrpura Trombocitopénica Idiopática, y antecedente familiar de Linfoma No Hodgkin.”
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